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  GUADALAJARA, JALISCO, 17 DIECISIS DE ENERO 
DIECISIETE DE 2014 DOS MIL CATORCE. 
 
 
  V I S T O S para resolver en Sentencia definitiva los 
autos del Juicio de Nulidad número V-460/2012, promovido por el 
*******************************, quien compareció por su propio 
derecho, en contra del DIRECTOR GENERAL DE SEGURIDAD 
PÚBLICA DEL H. AYUNTAMIENTO CONSTITUCIONAL DE 
ZACOALCO DE TORRES, JALISCO y H. AYUNTAMIENTO 
CONSTITUCIONAL DE ZACOALCO DE TORRES, JALISCO, y; 
 
 

R E S U L T A N D O: 
 
  1.- Se presentó ante Oficialía de Partes Común de este 
Tribunal, el día 22 veintidós de Octubre de 2012 dos mil doce, 
escrito firmado por el *******************************, por medio del 
cual interpuso demanda de nulidad por los motivos y conceptos que 
de la misma se desprenden, quedando registrado bajo expediente 
número 460/2012 del índice de la Quinta Sala Unitaria de este 
Órgano Jurisdiccional. 
 

2.- En auto de fecha 26 veintiséis de Octubre de 2012 
dos mil doce, SE ADMITIÓ la demanda interpuesta por 
**********************************. Se tuvo como Autoridades 
demandadas al DIRECTOR GENERAL DE SEGURIDAD 
PÚBLICA DEL H. AYUNTAMIENTO CONSTITUCIONAL DE 
ZACOALCO DE TORRES, JALISCO y H. AYUNTAMIENTO 
CONSTITUCIONAL DE ZACOALCO DE TORRES, JALISCO y 
como acto administrativo impugnado “1.- RESOLUCION O ACTO 
ADMINISTRATIVO QUE SE IMPUGNA: Se impugna y se pide la 
nulidad lisa y llana del acto administrativo de fecha 30 de 
septiembre del año 2012 dos mil doce, que consiste en el ilegal, 
indebido e improcedente CESE emanado de las autoridades 
demandadas, respecto del puesto de *****************************, 
que venía desempeñando, en perjuicio del compareciente, y sin 
que el referido cese proviniera de una causal cometida cometida 
por el suscrito y que por su gravedad originara el referido cese, 
violando también, en mi perjuicio, el principio de legalidad y 
seguridad jurídica contenidos en los artículos 14 y 16 
Constitucionales, en virtud de un supuesto e ilegal procedimiento 
administrativo incoado en mi contra, llevado a mis espaldas, su 
ilegal resolución de cese, emanada de dicho procedimiento y 
proveniente de las autoridades demandadas, en consecuencia, se 
pide la restitución a favor del hoy actor, de todos mis derechos y 
garantías consistentes en la reinstalación en el puesto que venía 
desempeñando, así como todas y cada una de las prestaciones, 
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emolumentos a que tenía derecho, como son las retribuciones 
diarias o salarios dejados de percibir, (salarios caídos con sus 
incrementos salariales) desde la fecha de la injusta separación o 
cese, hasta la total solución del presente Juicio Administrativo, así 
como aguinaldos, aquellos que dejaron de pagarse desde la fecha 
antes señalada, así como los que se sigan venciendo, a efecto de 
tracto sucesivo, de igual manera, el concepto de vacaciones y 
prima vacacional, bonos, por supuesto, el concepto de horas extras 
laboradas y no pagadas, durante todo el tiempo que prevaleció la 
relación que unía al suscrito para con las hoy codemandadas, 
tomando en cuenta que mi horario de trabajo consistía de 48 horas 
de trabajo por 48 de descanso, generándose así el reclamo aquí 
plasmado…”. Se admitieron las pruebas ofrecidas por no ser 
contrarias a la moral y encontrarse ajustadas a derecho, mismas 
que se tuvieron por desahogadas en ese momento, dada su propia 
naturaleza. Se ordenó requerir al actor por la exhibición de la 
solicitud respectiva a la prueba III ofertada. Se ordenó correr 
traslado a las Autoridades demandadas para que dentro del término 
de 10 diez días, produjeran contestación a la demanda entablada 
en su contra.  
 

3.- Mediante proveído dictado el 12 doce de Marzo de 
2013 dos mil trece, se requirió a las autoridades demandadas a fin 
de que exhibieran la prueba III ofertada por el actor. Previo a admitir 
la contestación de demanda, se requirió a la demandada a fin de 
que exhibieran copias para correr traslado al accionante.  

 
4.- Por acuerdo recaído el día 17 diecisiete de Mayo de 

2013 dos mil trece, se requirió a las demandadas a fin de que 
exhibieran la prueba III ofertada por el actor. Se ordenó dar vista al 
accionante de la causal de improcedencia y sobreseimiento hecha 
valer por las demandadas. Se tuvo a las autoridades demandadas 
por no contestada la demanda y por ciertos los hechos que el actor 
le imputó de manera directa, salvo que por las pruebas rendidas o 
por hechos notorios resultaren desvirtuados. 

 
5.- Con fecha 5 cinco de Noviembre de 2013 dos mil 

trece, se dictó proveído en el que se tuvo al justiciable realizando 
manifestaciones. Se tuvieron por ciertos los hechos que el actor 
pretendió probar con el medio de convicción identificado como III. 
Por virtud de que no existían pruebas pendientes por desahogar, ni 
cuestiones que resolver, con fundamento en el artículo 47 de la Ley 
de Justicia Administrativa, se abrió el periodo de alegatos por el 
término de 3 tres días, contados a partir del día siguiente en que 
surtiera efectos la notificación. 

 
 

C O N S I D E R A N D O: 
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  I. Este Tribunal es competente para conocer de la 
presente controversia, de conformidad a lo dispuesto por los 
artículos 52, 56, 65 y 67 de la Constitución Política del Estado de 
Jalisco, así como los artículos 57, 59, 66 y 67 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial el Estado 1, 2, 3, 4, 31, 35, 36, y demás relativos 
y aplicables de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 
Jalisco. 
 

II. La existencia de los actos administrativos 
impugnados se encuentra debidamente acreditada con el 
documento que obra agregado a foja 7 siete del expediente en que 
se actúa, en los términos del artículo 381 del Código de 
Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, aplicado en forma 
supletoria con relación al numeral 2 de la Ley de esta materia. 
 
  III. Según criterio emitido por Órganos Jurisdiccionales 
del Poder Judicial Federal, no se hace necesario transcribir los 
conceptos de impugnación que hiciere valer la parte actora en su 
escrito inicial de demanda, ni la contestación que las autoridades 
demandadas produjeran a los mismos, toda vez que dicha omisión 
no deja en estado indefensión a ninguna de las partes; para mayor 
claridad, se transcribe a continuación la jurisprudencia que sustenta 
dicho criterio: 
 

“Novena Época. Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL 
COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: 
VII, Abril de 1998. Tesis: VI.2o. J/129. Página: 
599.CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ 
OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el 
Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de 
violación expresados en la demanda, no implica que 
haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la 
cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno 
que establezca la obligación de llevar a cabo tal 
trascripción; además de que dicha omisión no deja en 
estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva 
de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo 
que estime pertinente para demostrar, en su caso, la 
ilegalidad de la misma. SEGUNDO TRIBUNAL 
COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo en 
revisión 374/88. Antonio García Ramírez. 22 de 
noviembre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Galván Rojas. Secretario: Vicente Martínez Sánchez. 
Amparo en revisión 213/89. Jesús Correa Nava. 9 de 
agosto de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Arnoldo 
Nájera Virgen. Secretario: Nelson Loranca Ventura. 
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Amparo en revisión 322/92. Genoveva Flores Guillén. 19 
de agosto de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto 
González Álvarez. Amparo en revisión 673/97. José Luis 
Pérez Garay y otra. 6 de noviembre de 1997. Unanimidad 
de votos. Ponente: Carlos Loranca Muñoz. Secretario: 
Gonzalo Carrera Molina. Amparo en revisión 767/97. 
Damián Martínez López. 22 de enero de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Mario Machorro 
Castillo, secretario de tribunal autorizado por el Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las 
funciones de Magistrado. Secretario: José Zapata 
Huesca.” 

 

IV.- Analizada que fue la pieza de autos y no advertida 
la existencia de causales de improcedencia, lo cual por ser una 
cuestión de orden público requiere previo y especial 
pronunciamiento, se entra al estudio de fondo de la controversia 
propuesta, en términos del artículo 73 de la Ley de Justicia 
Administrativa del Estado de Jalisco. 

 
Los actos administrativos impugnados se hicieron 

consistir en: “1.- RESOLUCION O ACTO ADMINISTRATIVO QUE 
SE IMPUGNA: Se impugna y se pide la nulidad lisa y llana del 
acto administrativo de fecha 30 de septiembre del año 2012 
dos mil doce, que consiste en el ilegal, indebido e 
improcedente CESE emanado de las autoridades demandadas, 
respecto del puesto de *****************************, que venía 
desempeñando, en perjuicio del compareciente, y sin que el 
referido cese proviniera de una causal cometida cometida por el 
suscrito y que por su gravedad originara el referido cese, violando 
también, en mi perjuicio, el principio de legalidad y seguridad 
jurídica contenidos en los artículos 14 y 16 Constitucionales, en 
virtud de un supuesto e ilegal procedimiento administrativo incoado 
en mi contra, llevado a mis espaldas, su ilegal resolución de cese, 
emanada de dicho procedimiento y proveniente de las autoridades 
demandadas, en consecuencia, se pide la restitución a favor del 
hoy actor, de todos mis derechos y garantías consistentes en la 
reinstalación en el puesto que venía desempeñando, así como 
todas y cada una de las prestaciones, emolumentos a que tenía 
derecho, como son las retribuciones diarias o salarios dejados de 
percibir, (salarios caídos con sus incrementos salariales) desde la 
fecha de la injusta separación o cese, hasta la total solución del 
presente Juicio Administrativo, así como aguinaldos, aquellos que 
dejaron de pagarse desde la fecha antes señalada, así como los 
que se sigan venciendo, a efecto de tracto sucesivo, de igual 
manera, el concepto de vacaciones y prima vacacional, bonos, 
por supuesto, el concepto de horas extras laboradas y no 
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pagadas, durante todo el tiempo que prevaleció la relación que unía 
al suscrito para con las hoy codemandadas, tomando en cuenta 
que mi horario de trabajo consistía de 48 horas de trabajo por 48 
de descanso, generándose así el reclamo aquí plasmado…”. (lo 
resaltado es propio de ésta Sala Unitaria). 

 
La parte actora adujo esencialmente en vía de 

conceptos de impugnación, que el cese de que fue objeto en su 
puesto que tenía como elemento de seguridad pública en la 
Dirección de Seguridad Pública del H. Ayuntamiento Constitucional 
de Zacoalco de Torres, Jalisco, con fecha 30 treinta de septiembre 
del año 2012 dos mil doce, viola en su perjuicio los principios de 
legalidad y seguridad jurídica, consagrados en los ordinales 14 y 
16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al 
separársele injustamente de su cargo, que le fue hecho de su 
conocimiento al través de un oficio que consta en una copia simple, 
que desde luego carece de fundamentación y motivación, de ahí 
que estima se le ha llevado al cabo un procedimiento irregular al no 
dársele la oportunidad de haber sido oído y vencido.   

 
Por lo que ve a las autoridades demandadas, en 

proveído de 17 diecisiete de mayo del año 2013 dos mil trece, 
consultable a fojas 130 ciento treinta y 131 ciento treinta y uno del 
expediente en que se actúa, se les hizo efectivo el apercibimiento 
que les fue formulado en auto de 12 doce de marzo del año 2013 
dos mil trece, teniéndoseles por no contestada la demanda y, por 
tanto, como ciertos los hechos que el actor les imputo de manera 
directa, salo que por las pruebas rendidas o por hechos notorios 
resultaran desvirtuados, con fundamento en lo dispuesto por el 
artículo 42 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 
Jalisco. 

 
En ese contexto, de acuerdo a los puntos litigiosos 

establecidos, la materia del juicio se constriñe en dilucidar si la 
terminación de la relación jurídica que el actor mantenía con la 
dependencia en que prestaba sus servicios se encuentra ajustada 
a derecho, además de determinar para el caso, si procede la 
condena de las prestaciones que reclama.  

 
Así, analizados que fueron los argumentos expuestos 

en el escrito inicial de demanda, así como valoradas las pruebas 
aportadas, concretamente los documentos fundatorios de la acción, 
consistentes en el nombramiento definitivo con que cuenta el 
demandante a partir del 1 uno de enero del año 2010 dos mil diez, 
como elemento de seguridad pública en el H. Ayuntamiento 
Constitucional de Zacoalco de Torres, Jalisco, así como el oficio 
número 127 de fecha 30 treinta de septiembre del año 2012 dos mil 
doce, en que se informa que a partir de esa fecha causa baja 
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**********************************, que obran a fojas 6 seis y 7 siete del 
expediente en que se actúa y que merecen valor probatorio pleno 
en términos del ordinal 399 del Código de Procedimientos Civiles 
de aplicación supletoria por disposición expresa de los numerales 
2 y 58 de la Ley de Justicia Administrativa, ambos ordenamientos 
del Estado de Jalisco; se considera por la suscrita Magistrada sí le 
asiste la razón y el derecho al accionante por cuanto al despido 
injustificado de que se duele. 

 
No pasa desapercibido para quien aquí resuelve que el 

oficio 127 ya precisado, en que el justiciable sustenta su actuar 
obra en copia simple; sin embargo, no obstante de haberse 
requerido por éste Tribunal al Ayuntamiento de mérito para que lo 
exhibiera a juicio, al haber sido omisa en ese sentido, en actuación 
de 5 cinco de noviembre de 2013 dos mil trece se le tuvieron como 
ciertos los hechos que al actor pretendió demostrar al través del 
mismo, a saber, el cese de que fue objeto, pues se reitera, de su 
contenido se desprende que se le dio de baja de esa corporación. 
Aunado a ello, tenemos la rebeldía decretada a las autoridades 
demandadas, teniéndoles como ciertos los hechos que el 
demandante le imputo de manera directa, sin existir prueba en 
contrario en lo conducente, lo que constituye un probanza tazada 
de legal por el artículo 42 de la ley de la materia. 

 
Entonces, adminiculadas las probanzas en cita, logran 

convicción en quién aquí resuelve, que efectivamente se actualizó 
el ceso del que se demanda su nulidad.  

 
Luego, para mayor comprensión de la cuestión 

debatida, se considera por quien aquí resuelve, traer a relación el 
contenido de diversos preceptos legales, que en lo que aquí 
interesan dicen: 
 

Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

 
“Art. 123.- Toda persona tiene derecho al trabajo digno 
y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación 
de empleos y la organización social para el trabajo, 
conforme a la Ley. 
  
El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases 
siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las 
cuales regirán: 
... 
 
B.- Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del 
Distrito Federal y sus trabajadores: 
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... 
 
XIII. Los militares, marinos, personal del servicio 
exterior, agentes del Ministerio Público y los miembros 
de las instituciones policiales, se regirán por sus 
propias leyes…”  
 

Como se ve, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha determinado que la relación jurídica existente entre un elemento 
de seguridad pública y la dependencia en que presta sus servicios 
es de índole administrativa, la que en la causa que nos ocupa ha 
quedado debidamente demostrada y reconocida por las partes, de 
lo que se aclara, y para mejor esclarecimiento de los razonamientos 
que aquí se expondrán, el alcance de lo previsto en el artículo 123, 
apartado B, fracción XIII de nuestra Constitución Federal, al excluir 
de su tratamiento las relaciones existentes entre cuerpos de 
seguridad y las instituciones con las cuales prestan sus servicios, 
otorgándoles la capacidad de regirse por sus propias normas, 
dándole a esta relación calificación y cualidad, de naturaleza 
eminentemente administrativa. Encuentra apoyo lo anterior por las 
razones que sustenta, en la tesis jurisprudencial visible en la página 
43, del tomo II, septiembre de 1995, Novena Época, publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que reza: 
 

“POLICIAS MUNICIPALES Y JUDICIALES AL 
SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MEXICO 
Y DE SUS MUNICIPIOS. SU RELACION JURIDICA ES 
DE NATURALEZA ADMINISTRATIVA. La relación 
Estado-empleado fue, en principio de naturaleza 
administrativa, pero en derecho positivo mexicano, en 
beneficio y protección de los empleados, ha 
transformado la naturaleza de dicha relación 
equiparándola a una de carácter laboral y ha considerado 
al Estado como un patrón sui generis. Sin embargo, de 
dicho tratamiento general se encuentran excluidos cuatro 
grupos a saber: los militares, los marinos, los cuerpos de 
seguridad pública y el personal del servicio exterior, para 
los cuales la relación sigue siendo de orden 
administrativo y, el Estado, autoridad. Por tanto, si los 
miembros de la policía municipal o judicial del Estado de 
México, constituyen un cuerpo de seguridad pública, 
están excluidos por la fracción XIII Apartado B del artículo 
123, en relación con los artículos 115, fracción VIII, 
segundo párrafo y 116, fracción V, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la 
determinación jurídica que considera la relación del 
servicio asimilada a la de trabajo y al Estado equiparado 
a un patrón, de donde se concluye que la relación que 
guardan con el gobierno del Estado o del Municipio, es 



 
 

8 
EXPEDIENTE V-460/2012 
QUINTA SALA UNITARIA 

 
 

de naturaleza administrativa y se rige por las normas 
también administrativas de la ley y reglamentos que 
les correspondan y que, por lo tanto, las 
determinaciones que dichas entidades tomen en torno a 
ésta no constituyen actos de particulares, sino de una 
autoridad, que en el caso particular referente a la orden 
de baja del servicio, hace procedente el juicio de amparo 
ante el juez de Distrito.”  

 
De lo anterior se desprende que en principio la relación 

Estado-empleado fue de naturaleza administrativa, pero a fin de 
beneficiar y proteger a los últimos, se transformó y se equiparó a 
una de carácter laboral, por lo que se considero al Estado como un 
patrón sui generis. Sin embargo, se excluyen del mencionado 
supuesto, los cuerpos de seguridad pública, para los cuales la 
relación es aún de orden administrativo, por lo que se rige la 
misma por sus propias normas. 

 

Entonces, retomando los conceptos de impugnación 
vertidos en la demanda, se tiene que el cuerpo policíaco sufrió un 
cese de manera injustificada, al dársele de baja de la corporación 
mencionada con fecha 30 treinta de septiembre del año 2012 dos 
mil doce, sin que se hiciera al través de un procedimiento en que 
se determinara su destitución una vez de otorgársele su derecho 
de audiencia y defensa, no obstante de contar con un 
nombramiento con carácter de definitivo como servidor público de 
base, incumpliéndose así lo dispuesto por los artículos 22 y 23 de 
la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus 
Municipios, que resulta aplicable por haberse emitido con 
fundamento en dicho ordenamiento legal el nombramiento de que 
se trata, lo que se puede advertir de su lectura y, precisamente ese 
cuerpo normativo es claro en reconocer en su ordinal 105 las 
acciones que nacen del nombramiento correspondiente, como la 
que nos ocupa.  

 
Por tanto, estamos en presencia del despliegue de un 

acto de autoridad, en contravención de las disposiciones legales 
aplicables, ya precisadas, lo que acarrea su nulidad lisa y llana 
del cese en cuestión, en términos de lo previsto por el arábigo 75, 
fracción II, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 
Jalisco.     

 
Ahora bien, el mandato legal contenido en artículo 76 

último párrafo de la norma ordinaria estatal que rige el actuar de 
este Tribunal, por cuanto a que no procede la reinstalación en su 
servicio, en tratándose de policías, no es otra cosa más que el 
reflejo fiel de lo ordenado en el artículo 123 apartado B, de la Carta 
Magna, en el que efectivamente e independiente del medio de 
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impugnación de una resolución que haya cesado a un elemento de 
seguridad pública, se prohíbe ordenar su reinstalación y en su 
lugar, solo es dable condenar a su indemnización constitucional, en 
caso de resultar vencedor, así como el pago de la remuneración 
diaria y de sus partes proporcionales de prestaciones a que tiene 
derecho; mandato supremo que bajo ninguna óptica puede esta 
autoridad jurisdiccional soslayar su aplicación, por lo que no está 
en posibilidad jurídica esta Juzgadora de ordenar a las 
autoridades demandadas reinstalen al demandante en el cargo 
que ostentaba, en los términos y condiciones en que lo venían 
desempeñando. Se inserta al efecto la tesis emitida en Materia 
Administrativa, de la Novena Época, de la Instancia de los 
Tribunales Colegiados de Circuito, consultable en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XXX, agosto de 2009 
dos mil nueve, con número de tesis: II.T.Aux.8 A, en la página: 
1526, que al caso particular, confirma: 

 
“AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO, PERITOS Y 
MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. 
NO TIENEN DERECHO A SU REINCORPORACIÓN 
AL SERVICIO SI SU REMOCIÓN SE REALIZÓ UNA 
VEZ EN VIGOR LA REFORMA AL ARTÍCULO 123, 
APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, PUBLICADA EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 19 DE JUNIO DE 
2008, AUN CUANDO ACREDITEN LA NO 
ACTUALIZACIÓN DE LA CONDUCTA INFRACTORA 
QUE SE LES ATRIBUYE. El artículo 123, apartado B, 
fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, a partir de su reforma publicada en 
el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, 
establece que los agentes del Ministerio Público, 
peritos y los miembros de las instituciones policiales de 
la Federación, Distrito Federal, Estados y Municipios se 
regirán por sus propias leyes, así como que éstos 
podrán ser: a) separados de sus cargos si no cumplen 
con los requisitos que las leyes vigentes en el momento 
del acto señalen para permanecer en dichas 
instituciones, o bien, b) removidos por incurrir en 
responsabilidad en el desempeño de sus funciones; 
además prevé que si dicha responsabilidad fuera 
impugnada y la autoridad jurisdiccional resolviere que 
la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra 
forma de terminación del servicio fue injustificada, el 
Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y 
demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en 
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ningún caso proceda su reincorporación al servicio, 
cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de 
defensa que se hubiere promovido. Por consiguiente, 
los mencionados servidores públicos no tienen 
derecho a su reincorporación al servicio si su 
remoción conforme al mencionado inciso b) se 
realizó una vez en vigor la indicada reforma (19 de 
junio de 2008) y sólo podrá pagárseles la 
indemnización y demás prestaciones a que tengan 
derecho, aun cuando acrediten la no actualización 
de la conducta infractora que se les atribuye.”  

 

Como consecuencia de lo anterior, se condena a las 
enjuiciadas al pago de la indemnización constitucional 
correspondiente a tres meses de sueldo y remuneración diaria 
(salarios) con sus respectivas actualizaciones, desde la fecha 
en que se materializó el despido injustificado, a saber, el 30 treinta 
de septiembre del año 2012 dos mil doce, según se advierte del 
oficio 127 (ciento veintisiete) aludido, hasta que ocurra el pago de 
la indemnización de que se trata, tomándose como base su sueldo 
ordinario quincenal de 
***************************************************************************, 
según se advierte de las listas de nómina allegados por las 
enjuiciadas, que aún en el caso de tenérseles por no contestada la 
demanda, quien aquí resuelve está obligada a tomar en cuenta por 
tener relación con los hechos controvertidos, como lo posibilita el 
ordinal 349 del Enjuiciamiento Civil invocado, de aplicación 
supletoria a la materia; consultables a fojas de la 42 cuarenta y dos 
a la 114 ciento catorce de actuaciones, a las que se les otorga valor 
probatorio pleno de conformidad con el numeral 399 de dicho 
ordenamiento legal, por corresponder a documentos públicos, que 
sin pretender contrariar el criterio sostenido en el sentido de que la 
relación jurídica que existía entre los actores y la dependencia 
pública para la que prestaban sus servicios no es de índole laboral 
sino administrativa, se estima aplicable por las razones que 
sustenta, la Jurisprudencia visible en la página 309, del Tomo XXIV, 
septiembre de 2006 dos mil seis, que dice: 

 
“SALARIOS CAÍDOS. SE GENERAN DESDE LA FECHA 
DEL DESPIDO HASTA QUE LAS INDEMNIZACIONES 
PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 50 DE LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO SON CUBIERTAS Y PUESTAS A 
DISPOSICIÓN DEL TRABAJADOR DE CONFIANZA, 
CUANDO SE EXIMIÓ AL PATRÓN DE LA 
REINSTALACIÓN. La determinación del periodo que debe 
comprender el cálculo del importe relativo a los salarios 
caídos tratándose del cumplimiento de un laudo 
condenatorio, cuando se eximió al patrón de la reinstalación 
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respecto de un trabajador de confianza, ha sido establecida 
por el legislador en el artículo 50, fracción III, en relación 
con el 947, ambos de la Ley Federal del Trabajo, al disponer 
que en ese supuesto el patrón debe pagar las 
indemnizaciones legalmente previstas, así como los 
salarios vencidos "desde la fecha del despido hasta que se 
paguen las indemnizaciones", lo que constituye un criterio 
expreso y claro, derivado de la lógica y especial naturaleza 
de las relaciones laborales en el caso de trabajadores de 
confianza, cuya reinstalación no es obligatoria para la parte 
patronal, lo que tiende a promover, además, el derecho 
fundamental de toda persona al goce y protección efectiva 
del salario, pues a partir de esa fórmula legislativa el patrón 
debe cumplir lo más pronto posible con el laudo respectivo 
otorgando directamente o poniendo oportunamente a 
disposición del trabajador la indemnización legal para la 
satisfacción de sus necesidades.” 

 
Por lo que ve al Aguinaldo; se constata que en el año 

2012 dos mil doce, según la constancia consultable a foja 114 
ciento catorce íd., se le efectuó un pago parcial en relación a 37.40 
(treinta y siete punto cuarenta) días de los 50 cincuenta a que tiene 
derecho, como lo contempla el numeral 54 de la Ley para los 
Servidores Públicos en cita, por lo que en relación a esa anualidad 
se le deberán cubrir los restantes 12.60 (doce punto sesenta) días, 
así como los que se vayan generando a partir del año 2013 dos mil 
trece, hasta el pago de la indemnización de mérito, en los 
términos de dicho dispositivo legal. 

 
En relación a la prima vacacional peticionada, se 

constata de la lista visible a foja 113 ciento trece del expediente en 
que se actúa, que se le efectuó sólo el pago relativo a 14.96 
(catorce punto noventa y seis) días de los 20 veinte de vacaciones 
a que tiene derecho por anualidad en atención a un 25% veinticinco 
por ciento, por lo que se le deberán pagar los 5.04 (cinco punto cero 
cuatro) días restantes, en la forma prevista por los ordinales 40 y 
41 de la ley burocrática en comento. 

 
No ocurre de la misma manera por cuanto a las 

vacaciones, dado que dicha prestación supone dos cuestiones; una 
relativa al goce de descanso y otra al pago de esos días como si 
los hubiese trabajado, y, en el caso concreto, se advierte el pago 
de salarios correspondiente de quincena a quincena, por lo que el 
disfrute ya no es susceptible de restitución ante la terminación de 
la relación jurídica de que se trata. Lo anterior, se traduce en que 
se encuentra inmersa en lo relativo a las remuneraciones diarias 
materia de condena, pues de concederse de manera separada el 
entero de tales rubros, implicaría una doble condena. Es aplicable 
por las razones que sustenta la Jurisprudencia visible en la página 
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356, del tomo IV, julio de 1996, Novena Época, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice:  
 

“VACACIONES. EN EL PAGO DE LOS SALARIOS 
VENCIDOS VA INMERSO EL PAGO DE LAS. Si al 
patrón se le condena a pagar los salarios caídos 
durante el lapso en que el actor estuvo separado 
injustificadamente del trabajo, es inconcuso que en 
este rubro va inmerso el pago de las vacaciones 
reclamadas, pues de lo contrario se le estaría obligando 
a efectuar un doble pago que no encuentra justificación 
legal ni contractual.” 

 
Los bonos que solicita son improcedentes, dado que no 

demuestra estar recibiendo algunos durante el tiempo en que 
prestó sus servicios como elementos de seguridad pública, de 
manera que éste órgano jurisdiccional estuvieran es posibilidad de 
pronunciarse al respecto, máxime que se encuentran prohibidos, 
como se advierte del contenido del artículo 54 Bis -7 de la Ley para 
los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios.  

 
Por último, la imprecisión en el reclamo de horas extras 

hace improcedente su condena de pago, ya que el actor se limita a 
señalar que tenía una jornada de trabajo de 48 cuarenta y ocho 
horas de trabajo por 48 cuarenta y ocho de descanso, sin 
establecer con claridad de momento a momento cómo es que se 
actualizaron, al no precisar se reitera, los días de cada mes en que 
trabajó tiempo extra, cuántas horas de cada uno de ellos, así como 
la hora en que comenzaba y concluía el mismo, para que así su 
contraparte pudiera desvirtuar los hechos correspondientes y, en 
todo caso, éste Tribunal estuviera en posibilidad de decretar una 
condena. Con apoyo lo anterior por analogía, en el criterio que 
sostiene la Jurisprudencia visible en la pagina 51, del Apéndice 75, 
marzo de 1994 un mil novecientos noventa y cuatro, de la Octava 
Época, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, que reza:   

  

“TIEMPO EXTRAORDINARIO, SU IMPRECISION 
HACE IMPROCEDENTE LA CONDENA AL PAGO DE. 
Si el actor se concreta a manifestar genéricamente las 
horas que laboró cada mes, ello resulta insuficiente para 
la procedencia de la acción, dado que no precisa cuáles 
fueron los días de cada mes en que laboró tiempo extra, 
cuántas horas de cada uno de ellos, así como la hora en 
que comenzaba y concluía el mismo, para que así su 
contraparte pudiera desvirtuar los hechos 
correspondientes y, en todo caso, la Junta estuviera en 
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posibilidad de decretar una condena; de ahí que ante 
tales omisiones resulte imprecisa la acción respectiva.” 

      
De lo anterior se aclara, que la suscrita Magistrada 

cuenta con atribuciones para conocer de las prestaciones que se 
reclamen, como las puntualizadas, independientemente del origen 
de la controversia, a saber, el cese declarado nulo. Encuentra 
apoyo este razonamiento, en el contenido de la tesis visible en la 
página 1083, del Tomo XVIII, octubre del 2003 dos mil tres, Novena 
Época, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, que 
reza: 

  
“POLICÍA FISCAL FEDERAL. EL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA 
ES COMPETENTE PARA CONOCER DE LAS 
PRESTACIONES QUE RECLAME, 
INDEPENDIENTEMENTE DEL ORIGEN DE LA 
CONTROVERSIA. La Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación al emitir la tesis de 
jurisprudencia 129/2002, derivada de la contradicción de 
tesis 87/2002-SS, consultable en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, 
diciembre de dos mil dos, página 246, de rubro: 
"POLICÍAS JUDICIALES FEDERALES. EN CONTRA DE 
LA DETERMINACIÓN QUE DECRETE SU REMOCIÓN 
POR RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 
PROCEDE EL JUICIO DE NULIDAD ANTE EL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA.", determinó que la relación existente 
entre los elementos de los cuerpos de seguridad pública 
y el Estado es de naturaleza administrativa, y que 
compete, por afinidad, al Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa conocer de los conflictos 
derivados de la prestación de servicios de los agentes de 
la Policía Judicial Federal que se encuentran adscritos a 
la Procuraduría General de la República a través del 
juicio de nulidad, independientemente del origen de la 
controversia, es decir, ya sea con motivo de las 
prestaciones que les asisten en razón de ese vínculo o 
por cuestiones de responsabilidad administrativa. Ahora 
bien, cuando un agente de la Policía Fiscal Federal, 
cuyas actividades se refieren, entre otras, a la prevención 
de delitos fiscales, al apoyo a las autoridades fiscales en 
la ejecución de sus facultades de inspección, supervisión 
y vigilancia, así como a la vigilancia aduanera, demande 
el pago de diversas prestaciones que le asisten con 
motivo de ese vínculo, resulta claro que compete al 
citado tribunal administrativo conocer del juicio 
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promovido, pues se trata de un servidor público que 
impugna omisiones de pago de salarios y prestaciones 
atribuidas a un órgano público, como lo es el servicio de 
Administración Tributaria, los que constituyen actos de 
autoridad que afectan la esfera jurídica de un miembro 
de un cuerpo de seguridad, ya que si bien es verdad 
que las prestaciones demandadas son consideradas 
como de naturaleza laboral, lo cierto es que tal 
circunstancia no cambia de manera alguna la 
conclusión arribada, porque sobre tal observación 
predomina el contenido del artículo 123, apartado B, 
fracción XIII, de la Constitución Federal, que excluye 
de la relación laboral o equiparada a los miembros de 
los cuerpos de seguridad pública, en virtud de la 
naturaleza jurídica del sujeto.” 

 
Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos 52, 56, 65 y 67, de la Constitución 
Política del Estado de Jalisco, así como los artículos 57 y 67, de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, así como los artículos 
1, 2, 3, 4, 31, 35, 72, 73, 74  fracción II, 75 fracción IV  y 76 de la 
Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, se resuelve de 
conformidad a las siguientes: 

 
P R O P O S I C I O N E S: 

 
PRIMERA. La personalidad de las partes, la vía 

administrativa elegida y la competencia de este Tribunal para 
resolver el presente Juicio de nulidad, se encuentran debidamente 
acreditadas en actuaciones. 
 

SEGUNDO. El actor desvirtuó la legalidad del acto 
administrativo en esencia impugnado. 

  

TERCERA.- Se declara la nulidad lisa y llana de la 
resolución administrativa combatida, que ha quedado plenamente 
identificada, cese injustificado, por los motivos y fundamentos 
legales expuestos.  

 
CUARTO.- Se condena a las autoridades demandadas 

a pagar al demandante, la indemnización constitucional 
correspondiente; las remuneraciones diarias desde la fecha en que 
se materializó el cese hasta aquella en que se entregue el entero 
de la indemnización de mérito, con sus actualizaciones, lo relativo 
a aguinaldo y prima vacacional en la forma ordenada; no así por lo 
que ve al resto de las prestaciones reclamadas. 

 
NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE. 
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Así lo resolvió la Presidenta de la Quinta Sala Unitaria 

del Tribunal de lo Administrativo del Estado de Jalisco, 
MAGISTRADA PATRICIA CAMPOS GONZÁLEZ, actuando ante 
el Secretario de Sala LICENCIADO DANIEL ALONSO LIMON 
IBARRA, que autoriza y da fe. ----------------------------------------------- 
 
 
 

 
MAGISTRADA PATRICIA CAMPOS GONZÁLEZ 

PRESIDENTA DE LA QUINTA SALA UNITARIA DEL  
TRIBUNAL DE LO ADMINISTRATIVO DEL  

ESTADO DE JALISCO 
 
 
 
 

LICENCIADO DANIEL ALONSO LIMON IBARRA  
SECRETARIO DE SALA 

 
 
PCG/DALI/aasb. 
 
---La Sala que al rubro se indica, de conformidad con los dispuesto 
por los artículos 20 y 21 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Jalisco y sus municipios; 3 
fracción IX de la Ley de Protección de Datos Personales en 
Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Jalisco; 
Cuadragésimo Octavo, Cuadragésimo Noveno y Quincuagésimo 
de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación de 
Información Pública, que deberán observar los Sujetos Obligados 
previstos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco; Décimo Quinto, Décimo Sexto y 
Décimo Séptimo de los Lineamientos Generales para la Protección 
de la Información Confidencial y Reservada que deberán observar 
los Sujetos Obligados previstos en la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus 
municipios; indica que fueron suprimidos de la versión pública de la 
presente sentencia (nombre del actor, representante legal, 
domicilio de la parte actora, etc.), información considerada 
legalmente como confidencial, por actualizar lo señalado en dichos 
supuestos normativos. Firma el secretario de acuerdos que emite 
la presente.------------------------------------------------------------------------- 


